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VÍCTOR MANUEL MANRÍQUEZ GONZÁLEZ, diputado integrante de la 
Septuagésima Quinta Legislatura del Congreso del Estado de Michoacán, con 
fundamento en los artículos 36 fracción II de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Michoacán de Ocampo; 8º fracción II, 234 y 235 de la Ley 
Orgánica y de Procedimientos del Congreso del Estado de Michoacán, someto 
a la consideración de esta Honorable Asamblea la iniciativa con proyecto de 
decreto, por el que se adiciona el artículo 6 bis a la Ley de Atención a Víctimas 
para el Estado de Michoacán de Ocampo en base a lo siguiente: 
 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

        En años recientes nuestro Estado ha sido escenario de múltiples formas 
de violencia, las cuales han experimentado un incremento en incidencia e 
impacto en la seguridad y los derechos humanos de las personas.  
 
En vistas de la situación, Michoacán ha adoptado diversas medidas para 
contrarrestar el fenómeno. Aunque es innegable que aún falta mucho por 
hacer para consolidar una política efectiva de Estado que prevenga, investigue, 
sancione y repare de manera integral los hechos victimizantes ocurridos en 
nuestro territorio, tampoco cabe duda de que, se ha avanzado en la 
construcción de un marco normativo garantista que amplía los mecanismos de 
protección de toda persona contra la violencia, los abusos y la inseguridad.  
 
La Ley General de Víctimas nació y tomó forma desde 2011 a partir de la 
legítima demanda de miles de víctimas de delitos y violaciones de derechos 
humanos que rompieron el silencio, así como de organizaciones de derechos 



humanos y personas solidarias, que se articularon en ese momento en torno 
al Movimiento por la Paz con Justicia y Dignidad, y dio origen a referentes que 
se han convertido en colectivos en favor de la construcción de una cultura de 
la paz.  
 
La Ley General de Víctimas es, sin duda, una de las más avanzadas y completas 
del mundo, y debe considerarse como un modelo de buena práctica en la 
armonización de la normatividad interna con respecto a los más altos 
estándares internacionales en materia de derechos humanos, justicia 
restaurativa y justicia transicional.  
 
Así es como en el año de 2014, nace en el Estado de Michoacán la Ley de 
Atención a Víctimas para el Estado de Michoacán de Ocampo, la que surge 
como un reconocimiento, particularmente hacia los principios, derechos y 
medidas de ayuda, asistencia y reparación integral, se crea no solamente de 
las y los legisladores o de los organismos internacionales de derechos 
humanos, sino sobre todo de miles de víctimas que, en lo individual o 
colectivo, ven plasmadas muchas de sus expectativas y demandas en este 
texto normativo.  
 
Con todo y los avances que esta ley ha presentado, existen áreas de 
oportunidad para que, a partir de la modificación del texto normativo, se 
faciliten y mejoren los trabajos para que los derechos de las víctimas se 
realicen y se dé la mayor satisfacción posible a aquellos por los que la 
legislación se creó.  
 
Desde luego, que la reforma normativa es una de muchas herramientas de 

política pública que deben impulsarse para que los derechos de las víctimas 

sean finalmente una realidad en nuestro Estado. 

 

Debido a esto, la presente iniciativa se trata de incorporar los derechos de las 

víctimas favoreciendo en todo tiempo la protección de los mismos, con la 

finalidad de encontrar más fácilmente dentro de la norma jurídica 

mencionada, todos los derechos que tienen los ciudadanos que han sido 

vulnerados, ya que hoy en día no existe algún articulo que los mencione a 

detalle, lo que permitirá prevenir fenómenos de discrecionalidad, inmovilidad, 



improvisación o conflictividad interna institucional, y sobre todo, incurrir en 

negligencias, omisiones y, en suma, el incumplimiento de las obligaciones de 

garantizar, promover, proteger y respetar a cabalidad los derechos de las 

víctimas a la verdad, a la justicia y a la reparación integral. 

 
        En virtud de lo antes expuesto, someto a la consideración de esta 

soberanía, el siguiente: 

 
 

DECRETO 

 

       ARTÍCULO PRIMERO. Se adiciona el artículo 6 bis a la Ley de Atención a 
Víctimas para el Estado de Michoacán de Ocampo; para quedar en lo 
siguiente: 
 
       Artículo 6° bis. Los derechos de las víctimas que prevé la presente Ley son 
de carácter enunciativo, favoreciendo en todo tiempo la protección más 
amplia de sus derechos.  
 
Las víctimas tendrán, entre otros, los siguientes derechos:  
 

I. A una investigación pronta y eficaz que lleve, en su caso, a la 
identificación y enjuiciamiento de los responsables de violaciones 
al Derecho Internacional de los derechos humanos, y a su 
reparación integral;  

II. A ser reparadas por el Estado de manera integral, adecuada, 
diferenciada, transformadora y efectiva por el daño o menoscabo 
que han sufrido en sus derechos como consecuencia de violaciones 
a derechos humanos y por los daños que esas violaciones les 
causaron;  

III. A conocer la verdad de lo ocurrido acerca de los hechos en que le 
fueron violados sus derechos humanos para lo cual la autoridad 
deberá informar los resultados de las investigaciones;  



IV. A que se le brinde protección y se salvaguarde su vida y su 
integridad corporal, en los casos previstos en el artículo 34 de la Ley 
Federal contra la Delincuencia Organizada;  

V. A ser tratadas con humanidad y respeto de su dignidad y sus 
derechos humanos por parte de los servidores públicos y, en 
general, por el personal de las instituciones públicas responsables 
del cumplimiento de esta Ley, así como por parte de los particulares 
que cuenten con convenios para brindar servicios a las víctimas;  

VI. A solicitar y a recibir ayuda, asistencia y atención en forma 
oportuna, rápida, equitativa, gratuita y efectiva por personal 
especializado en atención al daño sufrido desde la comisión del 
hecho victimizante, con independencia del lugar en donde ella se 
encuentre, así como a que esa ayuda, asistencia y atención no dé 
lugar, en ningún caso, a una nueva afectación;  

VII. A la verdad, a la justicia y a la reparación integral a través de 
recursos y procedimientos accesibles, apropiados, suficientes, 
rápidos y eficaces;  

VIII. A la protección del Estado, incluido el bienestar físico y psicológico 
y la seguridad del entorno con respeto a la dignidad y privacidad de 
la víctima, con independencia de que se encuentren dentro un 
procedimiento penal o de cualquier otra índole. Lo anterior incluye 
el derecho a la protección de su intimidad contra injerencias 
ilegítimas, así como derecho a contar con medidas de protección 
eficaces cuando su vida o integridad personal o libertad personal 
sean amenazadas o se hallen en riesgo en razón de su condición de 
víctima y/o del ejercicio de sus derechos;  

IX. A solicitar y a recibir información clara, precisa y accesible sobre las 
rutas y los medios de acceso a los procedimientos, mecanismos y 
medidas que se establecen en la presente Ley;  

X. A solicitar, acceder y recibir, en forma clara y precisa, toda la 
información oficial necesaria para lograr el pleno ejercicio de cada 
uno de sus derechos;  

XI. A obtener en forma oportuna, rápida y efectiva todos los 
documentos que requiera para el ejercicio de sus derechos, entre 
éstos, los documentos de identificación y las visas;  

XII. A conocer el estado de los procesos judiciales y administrativos en 
los que tenga un interés como interviniente;  



XIII. A ser efectivamente escuchada por la autoridad respectiva cuando 
se encuentre presente en la audiencia, diligencia o en cualquier otra 
actuación y antes de que la autoridad se pronuncie;  

XIV. A ser notificada de las resoluciones relativas a las solicitudes de 
ingreso al Registro y de medidas de ayuda, de asistencia y 
reparación integral que se dicten;  

XV. A que el consulado de su país de origen sea inmediatamente 
notificado conforme a las normas internacionales que protegen el 
derecho a la asistencia consular, cuando se trate de víctimas 
extranjeras;  

XVI. A la reunificación familiar cuando por razón del tipo de 
victimización su núcleo familiar se haya dividido;  

XVII. A retornar a su lugar de origen o a reubicarse en condiciones de 
voluntariedad, seguridad y dignidad;  

XVIII. A acudir y a participar en escenarios de diálogo institucional;  
XIX. A ser beneficiaria de las acciones afirmativas y programas sociales 

públicos para proteger y garantizar sus derechos;  
XX. A participar en la formulación, implementación y seguimiento de la 

política pública de prevención, ayuda, atención, asistencia y 
reparación integral;  

XXI. A que las políticas públicas que son implementadas con base en la 
presente Ley tengan un enfoque transversal de género y 
diferencial, particularmente en atención a la infancia, los adultos 
mayores, la población indígena y las personas en situación de 
desplazamiento interno;  

XXII. A no ser discriminadas ni limitadas en sus derechos;  
XXIII. A recibir tratamiento especializado que le permita su rehabilitación 

física y psicológica con la finalidad de lograr su reintegración a la 
sociedad;  

XXIV. A acceder a los mecanismos de justicia disponibles para determinar 
la responsabilidad en la comisión del delito o de la violación de los 
derechos humanos;  

XXV. A tomar decisiones informadas sobre las vías de acceso a la justicia 
o mecanismos alternativos;  

XXVI. A una investigación pronta y efectiva que lleve a la identificación, 
captura, procesamiento y sanción de manera adecuada de todos los 
responsables del daño, al esclarecimiento de los hechos y a la 
reparación del daño;  



XXVII. A participar activamente en la búsqueda de la verdad de los hechos 
y en los mecanismos de acceso a la justicia que estén a su 
disposición, conforme a los procedimientos establecidos en la ley 
de la materia;  

XXVIII. A expresar libremente sus opiniones e intereses ante las 
autoridades e instancias correspondientes y a que éstas, en su caso, 
sean consideradas en las decisiones que afecten sus intereses;  

XXIX. Derecho a ejercer los recursos legales en contra de las decisiones 
que afecten sus intereses y el ejercicio de sus derechos;  

XXX. A que se les otorgue, la ayuda provisional de los Recursos de Ayuda 
de la Comisión Ejecutiva en los términos de la presente Ley;   

XXXI. A recibir gratuitamente la asistencia de un intérprete o traductor 
de su lengua, en caso de que no comprendan el idioma español o 
tenga discapacidad auditiva, verbal o visual;  

XXXII. A trabajar de forma colectiva con otras víctimas para la defensa de 
sus derechos, incluida su reincorporación a la sociedad;  

XXXIII. A participar en espacios colectivos donde se proporcione apoyo 
individual o colectivo que le permita relacionarse con otras 
víctimas;  

XXXIV. Toda comparecencia ante el órgano investigador, el juez o 
tribunal, organismo público de protección de los derechos 
humanos, o ante cualquiera otra autoridad o perito que requiera la 
presencia de la Víctima, se considerará justificada para los efectos 
laborales y escolares, teniendo ella derecho a gozar del total de los 
emolumentos a que se refiere la Ley Federal del Trabajo;  

XXXV. La protección de las víctimas del delito de secuestro, desaparición 
forzada de personas, otras formas de privación de la libertad 
contrarias a la Ley, trata de personas, tortura y otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes, de los intervinientes o 
colaboradores en un procedimiento penal, así como de las personas 
o familiares cercanas a todos ellos, se otorgará además de los 
dispuesto por esta Ley en términos de la legislación aplicable;  

XXXVI. Tener acceso ágil, eficaz y transparente a los Recursos de Ayuda 
y Fondos Estatales en términos de esta Ley, y  

XXXVII. Los demás señalados por la Constitución, los Tratados 
Internacionales, esta Ley y cualquier otra disposición en la materia 
o legislación especial. 
 



TRANSITORIOS 

 
         ARTÍCULO PRIMERO. Se derogan todas las disposiciones legales de igual 

o menor rango que se opongan a las disposiciones de este Decreto de Ley. 

ARTÍCULO SEGUNDO. Notifíquese al Titular del Poder Ejecutivo para su 

publicación en el Periódico Oficial del Gobierno Constitucional del Estado de 

Michoacán de Ocampo. 

ARTÍCULO TERCERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al 

de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno Constitucional del Estado 

de Michoacán de Ocampo. 

 

          PALACIO DEL PODER LEGISLATIVO. Morelia, Michoacán de Ocampo; a los 

28 veintiocho días del mes de octubre de 2023.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

ATENTAMENTE 

 

 

VÍCTOR MANUEL MANRÍQUEZ GONZÁLEZ 

DIPUTADO LOCAL 

 

 

 

La firma de la presente foja, forma parte integral de la Iniciativa de adición a la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de 

Michoacán de Ocampo presentada por el Diputado Víctor Manuel Manríquez González, de fecha 28 de octubre de 2023.- - - - - - - - - - - -  

 


